
 
 
 

RECOMENDACIÓN No. 41/2008*  

 

 

El día 30 de enero de 2008, esta Defensoría de Habitantes inició, de oficio, una 

investigación sobre los hechos contenidos en la nota periodística titulada “Balaceó a su 

hermano en las galeras del MP”, publicada en la página uno, sección “A”, del diario “El Sol 

de Toluca”. Acontecimientos en los que infortunadamente perdiera la vida una persona 

(agraviado uno) y resultara lesionada (agraviado dos) otra más (este Organismo resolvió 

mantener en confidencialidad el nombre de las personas involucradas debido a la 

naturaleza de las violaciones a derechos humanos documentadas, no obstante, estos 

datos se contienen en el expediente de queja y en un documento que se agregó a la 

Recomendación en sobre cerrado). 

 

De la investigación realizada por esta Comisión estatal, se pudo inferir que el 28 de enero 

del año 2008, el señor (agraviado dos) fue puesto a disposición del agente del Ministerio 

Público adscrito al tercer turno de la agencia modelo de Atizapán de Zaragoza, México, al 

considerarle presunto responsable del delito de violación cometido en agravio de la menor 

(agraviado tres), dándose inicio al acta de averiguación previa ATI/MOD/III/084/2008-01; 

posteriormente, el representante social ordenó que el indiciado fuera resguardado en el 

área de aseguramiento de la agencia, en esos momentos bajo la responsabilidad de los 

policías ministeriales: Vicente Castro López y Carlos Covarrubias Rosas.  

 

Aproximadamente a las diecisiete treinta horas del 29 de enero del año que transcurre, el 

señor (agraviado uno) se presentó en el interior de las oficinas que ocupa la policía 

ministerial del Centro de Justicia de Atizapán de Zaragoza, México, entrevistándose con el 

policía ministerial Vicente Castro López, a quien le solicitó le permitiera pasar una bolsa 

con alimento al detenido, acto continuo el servidor público procedió a examinar el 

contenido de la bolsa, observando que se trataba de una torta y un refresco, en los 

momentos que sucedía lo anterior, el otro elemento ministerial responsable del área de 

seguridad, Carlos Covarrubias Rosas, en las mismas oficinas, atendía a otra persona; 

enseguida, el elemento Castro López se dirigió a la puerta de acceso del área de 

seguridad del centro de justicia (lugar en el que se encontraba el detenido) a efecto de 

hacer entrega de la comida al presunto responsable, abriendo y pasando a su interior, acto 

continuo, el solicitante (agraviado uno) ingresó repentinamente a dicha área, empujando al 

elemento para posteriormente sacar un arma de fuego y dispararle al detenido; acto 

continuo, dirigió el arma a su cabeza y con un disparo se quitó la vida. 

 

Por los acontecimientos, el agente del Ministerio Público dio inicio al acta de averiguación 

previa ATI/AMOD/I/086/2008, asegurándose a los servidores públicos posibles 

responsables y debido a esta circunstancia, un desglose del acta y los detenidos, fueron 

puestos a disposición del agente del Ministerio Público adscrito a la mesa tercera de 

responsabilidades de Tlalnepantla de Baz, quien asignó a la indagatoria el número 

TLA/MR/III/149/2008, Representante Social que previa la integración del acta, ejercitó 

acción penal en contra de los policías ministeriales: Vicente Castro López y Carlos 

Covarrubias Rosas por su probable responsabilidad en la comisión del delito de abuso de 

autoridad, en agravio de la administración pública, consignando la indagatoria al Juzgado 

Primero Penal de Primera Instancia del Distrito Judicial de Tlalnepantla, radicándose el 

asunto bajo el número de causa 33/2008. 



 
 
 

En fecha veinte de febrero de dos mil ocho, el juez de la causa decretó auto de libertad por 

falta de elementos para procesar con las reservas de ley, a favor de los elementos Carlos 

Covarrubias Rosas y Vicente Castro López. 

 

Las evidencias reunidas por este Organismo en la investigación de los hechos, permitieron 

sostener fundadamente que en el caso la antes citada área de aseguramiento dejó de 

cumplir con uno de los objetivos para el que fue creada: garantizar la seguridad de las 

personas sujetas a detención, y que esta circunstancia obedeció, entre otras razones, a los 

actos y omisiones de los servidores públicos: Vicente Castro López y Carlos Covarrubias 

Rosas, en esa ocasión responsables de la seguridad de dicha área. 

 

En efecto, acorde a lo dispuesto por los artículos 141, 143 y 152 del Código de 

Procedimientos Penales del Estado de México, las áreas de aseguramiento del Ministerio 

Público son espacios en los que los presuntos responsables de un delito cumplen con una 

detención ordenada por esta autoridad en el ejercicio de sus atribuciones, espacios que 

por encontrarse bajo el control del Estado revisten características distintivas, entre otras, 

que deben garantizar la seguridad de las personas detenidas. 

 

De esta suerte, por mandato legal y por elemental consideración lógica, resulta irrefutable 

que el Estado, por conducto de la Institución del Ministerio Público, tenga la inexcusable 

obligación de salvaguardar la integridad física y psicológica de las personas que se hallen 

en estos espacios (personas que reunidos los elementos enfrentarán en su momento un 

juicio para castigar su conducta), obligación positiva que es a su vez una garantía para el 

indiciado; de esta suerte, compete a la Procuraduría General de Justicia llevar a cabo las 

acciones que sean necesarias a fin de garantizar la seguridad de las personas detenidas 

en las áreas de aseguramiento del Ministerio Público. 

 

En el caso, las evidencias dieron cuenta de la transgresión de esta garantía en perjuicio de 

dos personas (hermanos), que resultaron privados de la vida uno y lesionado de gravedad 

el otro, debido a que los elementos de la policía ministerial que en aquella ocasión eran los 

responsables de la seguridad del área: Vicente Castro López y Carlos Covarrubias Rosas, 

omitieron implementar las medidas conducentes que hubieran prevenido este lamentable 

desenlace, entre éstas, una elemental: solicitar a la persona que pretendía ingresar al área 

de aseguramiento, esperara en el área de atención al público del Centro y cerciorarse que 

así lo hiciera, antes de abrir la puerta de acceso del área e ingresar los alimentos que 

solicitaba, se entregaran al detenido; en adición, cabe señalar que el policía ministerial 

involucrado debió incluso asegurarse de la ubicación de la persona interesada, no 

perdiéndolo de vista, ya que fue precisamente esta omisión la que permitió que el familiar 

lo tomara por sorpresa para ingresar al área, reduciendo sus posibilidades de reacción 

ante el desafortunado evento. 

 

En adición a lo anterior no pasó inadvertido que la persona que lesionó a su familiar con un 

arma de fuego en el área de aseguramiento del Ministerio Público, ingresó armada, de 

igual manera, al Centro de Justicia de Atizapán de Zaragoza, ante la ausencia de algún 

mecanismo de seguridad en el establecimiento de procuración de justicia y en 

consecuencia, colocando en riesgo la integridad física de las personas que en éste se 

hallaban, bien en calidad de víctimas del delito, bien como indiciados, o como personas 



 
 
que habían acudido al mismo para llevar a cabo la realización de algún trámite 

administrativo, además de la propia de los servidores públicos adscritos al centro. 

 

Esta situación fue analizada: el hecho de que en el interior del centro de justicia existiera 

una persona armada resultó una circunstancia de especial preocupación, ya que el 

inmueble debe ser, por definición, uno de los más seguros del Estado por la naturaleza del 

servicio público que en éste se presta: la cardinal tarea de la procuración de justicia, lo que 

significa que en sus oficinas se resguardan las averiguaciones previas (que contienen 

pruebas y elementos que permitirán perseguir a las personas que cometen delitos), así 

como datos e información confidencial vinculada con la lucha frontal contra la delincuencia, 

pero además, se hallan asegurados los individuos detenidos en flagrancia (de peligrosidad 

muchos de éstos), entre otras circunstancias que originan que los centros de justicia sean 

espacios con altas cuotas de seguridad; sin embargo, las evidencias reunidas por esta 

Comisión dieron cuenta del ingreso de una persona armada al centro y de las escasas 

medidas de seguridad que hasta ahora operan para accesar al inmueble. 

 

Por lo anteriormente expuesto, el Comisionado de los Derechos Humanos del Estado de 

México, respetuosamente, formuló al Procurador General de Justicia del Estado de 

México, las siguientes: 

 

RECOMENDACIONES 

 

PRIMERA. Se sirva ordenar a quien competa, implemente las acciones que sean 

necesarias a fin de que, por una parte, en el área de aseguramiento del Centro de Justicia 

de Atizapán de Zaragoza se garantice irrestrictamente la seguridad de las personas 

sometidas en aquellá detención y por la otra, se impida la introducción de armas de fuego, 

punzocortantes o de cualquier otro tipo al antes citado inmueble; acciones que deberán 

tomar en cuenta las herramientas que la tecnología ofrece, como el empleo de 

mecanismos electrónicos de revisión o el monitoreo del área de aseguramiento a través 

del video (cámaras de circuito cerrado), entre otras. Lo anterior a efecto de salvaguardar la 

seguridad de los servidores públicos, víctimas del delito, presuntos responsables y 

cualquier persona que por alguna circunstancia se halle en el centro de justicia, y a fin de 

prevenir casos como el aquí documentado, de consecuencias tan lamentables. 

 

SEGUNDA. Con la copia certificada de la Recomendación, que se anexó, se sirva solicitar 

al órgano de control interno de esa Institución, tome en consideración las evidencias, 

razonamientos y observaciones formuladas, a efecto de perfeccionar el periodo de 

información previa abierto en el expediente CI/PGJEM/IP/DH/001/2008 y en su 

oportunidad se dé inicio al correspondiente procedimiento administrativo que investigue, 

identifique y determine la probable responsabilidad en la que hayan incurrido los 

servidores públicos Vicente Castro López y Carlos Covarrubias Rosas por los actos y 

omisiones detallados en el capítulo de observaciones de este documento, a efecto de que 

en su caso se impongan las sanciones que conforme a Derecho procedan. 

 

*  La Recomendación 41/2008 se emitió al Procurador General de Justicia del Estado de México, el 03 de 

septiembre del año 2008, por insuficiente protección de personas y ejercicio ilegal del cargo. Se ha determinado 

publicar una síntesis de la misma, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 9 y 114 del Reglamento 

Interno de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México. El texto íntegro de la Recomendación se 

encuentra en el expediente respectivo y consta de 19 fojas. 


